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PROCES O  SERVIDUM B RE  
DEM ANDANT E  EM PRESAS PÚB LI CAS  DE  M E DEL LÍN  E .S .P  
DEM ANDAD O  JA IM E R OD RI GO  ESC OBAR L ÓPÉZ  Y  OT R OS  
RADI CAD O  05 0 01  3 1  0 3  0 18  2 0 20  0 0 13 5  01  
INST ANC IA  SEGUN D A  
M AGIST RA DO  
PONENT E  

DR.  J OSÉ GIL D ARD O R AM ÍR EZ  GI RAL D O     

 

Con el respeto que merecen los honorables Magist rados que integran esta 

Sala Tercera de Decisión,  me aparto de la decisión adoptada en la sentencia  

de segunda instancia,  porque considero que debió conf i rmarse la sentencia 

de primer grado, por los argumentos que paso a detal lar.  

 

1. Sabido se t iene que el legislador ha establecido que, algunas 

servidumbres, entre el las  las de conducción de energía eléctrica, t ienen la 

condición de ser de ut i l idad públ ica e interés social,  por estar precisamente 

encaminadas al  desarrol lo de proyectos sociales dest inados a la prestación 

del servicio públ ico de energía eléctrica, en cuya vi rtud , la parte demandante 

la const i tuye la ent idad públ ica encargada de adelan tar el  proyecto y, por 

ende, los recursos involucrados también son públ icos .  

 

Es así como en el art ículo 16 de la  Ley 56 de 1981 “Por la cual se dictan 

normas sobre obras públ icas de generación eléctrica, y acueductos, sistemas 

de regadío y otras y se regulan las expropiaciones y servidumbres  de los 

bienes afectados por tales obras ”  (Resaltado intencional ) ,  de forma 

contundente señaló el legislador:  “A rt ículo16.  Declárase de uti l idad pública  

e interés social  los planes, proyectos y ejecución de obras para  la 

generación, transmisión, distribución de energía eléctrica ,  acueductos,  

r iego, regulación de ríos y caudales, así como las zonas a el los afectadas ”  

(Resaltado intencional) .  

 

Y en los art ículos 25 y 27 dispuso:  

 

“ARTÍCULO 25. -La servidumbre públ ica de conducción de energía  
eléct r ica establec ida por el  art ículo 18 de la  Ley 126 de 1938, supone 
para las entidades públicas que tienen a su cargo la construcción  
de centra les generadoras, l íneas de interconexión, t ransmis ión y  
prestac ión del serv ic io  públ ico d e dist r ibución de energía eléctr ica ,  la  
facultad de pasar por los predios afectados ,  por vía aérea 
subterránea o superf ic ia l ,  las l íneas de t ransmisión y d ist r ibución del  
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f lu ido e léct r ico,  ocupar las zonas objeto de la servidumbre ,  t ransitar  
por los mismos, ade lantar las obras, e jercer  la vig i lanc ia,  conservación 
y manten imiento y emplear los demás medios necesar ios para su 
ejerc ic io.  
 
ARTÍCULO 27. - Corresponde a la entidad de derecho público que 
haya adoptado el respectivo proyecto  y ordenado su e jecución,  
promover en calidad de demandante los procesos  que sean 
necesar ios para hacer efect ivo el  gravamen de serv idumbre de 
conducción de energía  eléct r ica…”  (Resaltado intenciona l).   

 

Además, en el Decreto 1073 de 2015 compilatorio de las normas del sector 

de Minas y Energía, al  regular  el  t rámite de l proceso de imposición de 

servidumbre de conducción de energía eléctrica, rei tera  el legislador el  

carácter públ ico de la ent idad demandante y,  por ende, se deduce que la 

indemnización que dicha ent idad debe asumir proviene de recursos públ icos ;  

así,  se desprende de los siguientes art ículos :   

 

“ARTÍCULO 2.2.3.7.5.1 .  Procesos jud ic ia les.  Los procesos judicia les 
que sean necesar ios para imponer y hacer efect ivo e l  gravamen de 
serv idumbre públ ica de conducción de energ ía  eléctr ica,  serán 
promovidos, en cal idad de demandante,  por la entidad de derecho 
públ ico que haya adoptado el  respectivo proyecto y ordenado su 
ejecución,  de acuerdo con los requis i tos y el  procedimiento,  señalados 
en este Decreto.  
 
ARTÍCULO 2.2.3.7.5.2 .  De la demanda.  La demanda se d ir ig i rá contra 
los t i tu lares de derechos rea les principa les sobre los respect ivos 
bienes y deberá contener los requisi tos establecidos en los art ículos 
82 y 83 del  Código Genera l de l Proceso y a  el la se ad juntarán 
solamente,  los s iguientes documentos:  (…)  
 
d) El t í tulo judicial  correspondiente a la suma estimada como 
indemnización.  
 
ARTÍCULO 2.2.3.7.5 .3.  Trámite.  Los procesos a que se ref iere este  
Decreto seguirán el  s iguiente trámite:  
 
8.  Si en la sentencia se fi ja una indem nización mayor que la suma 
consignada,  la entidad demandante deberá consignar la di ferencia  
en favor de los t i tu lares de derechos reales de l predio,  o de los 
poseedores. Desde la fecha que rec ibió  la zona objeto de la  
serv idumbre hasta el  momento en que de posite e l  sa ldo, reconocerá 
intereses sobre el  valor de la di ferencia ,  l iquidados según la tasa de 
interés bancar ia corr iente en el moment o de dictar la sentencia  
(Resaltado intenciona l ).  

 

Ahora, sobre la importancia de los recursos involucrados en los p rocesos de 

expropiación y similares,  entre los cuales s e encuentran los de servidumbre;  

la t rascendencia del  avalúo y de la indemnización y, la especial labor,  

proact iva, del juez en dichas materias, pert inente resulta traer a colación lo 
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expuesto por la Cor te Const i tucional  en Sentencia T-638 de 2011 M.P.  Luis 

Ernesto Vargas Si lva , así:     

 

“Dada la especial implicación de recursos públ icos que se 
encuentran en juego en el presente asunto y en otros análogos ,  la  
Sala est ima que s i  b ien la parte actora debía cumpl i r  con c ier tas 
cargas procesales que omit ió  en el  decurso del t rámite  cuest ionado, 
las cua les se anotaron en l íneas precedentes, no lo es menos que las 
normas procesales de orden público imponen deberes al  juez de la 
causa para esclarecer la verdad de  los hechos, en nuestro caso,  
del valor comercial  del bien  expropiado según la  metodología 
especia l  d iseñada para el lo.  Es que, sin perjuicio de la aplicación de 
las normas referidas a la  carga de la prueba, los jueces deben 
apreciar,  de acuerdo con las re glas de la sana crí tica,  las 
omisiones o las defic iencias en la producción de la prueba, lo cual  
incluye aún la decretada de oficio . Ello les impone ser dinámicos y 
proactivos en la  averiguación de la  verdad que dibuja un asunto 
particular .  Prec isamente, e l  art ícu lo 240 de l Código de Procedimiento 
Civ i l ,  establece que por su propia in ic iat iva e l  juez puede ordenar a  los 
peri tos que aclaren, complementen o amplíen el  d ictamen per ic ia l ,  a l  
igual que el art ículo 241 del mismo Código le impone el deber de 
apreciar e l  d ictamen teniendo en cuenta la  f i rmeza, prec is ión y cal idad 
de sus fundamentos,  la  competencia  de los peri tos y los demás 
elementos probator ios que obren en el proceso ”  (Resal tado 
intenciona l) .   

 

2. En el presente proceso, aunque EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 

E.S.P. cumplió con est imar en la demanda la indemnización y consignar la 

suma correspondiente que ascendió a $319.240.035, en el t ranscurso del  

proceso se acreditó,  con ocasión de la prueba decretada  y pract icada por 

sol ici tud de uno de los integrantes de la parte demandada, que el valor real  

de la indemnización corresponde a $143.841.616, lo que considero que, más 

al lá de la existencia del posterior al lanamiento a las pretensiones (luego de 

la práct ica la prueba  pericial  emit ida por dos expertos),  imponía al juez el 

deber de fal lar de acuerdo a la verdad procesal obtenida, máxime el  especial 

talante de este proceso conforme se expl icó en el acápite precedente.  

 

Es que además de lo anal izado sobre la ut i l idad públ ica,  el  interés social,  la 

intervención de ent idades y dineros públ icos en esta  clase de procesos, así  

como el deber general del juez de fal lar conforme a las pruebas legalmente 

arrimadas al  proceso (art ículo 164 C.G.P.) ,  en el proceso de servidumbre 

existe norma especial que insiste en esa obl igación del juzgador de 

establecer el  monto de la indemnización con base en “ los est imativos,  

avalúos, inventarios o pruebas que obren en el proceso” (art ículo 31 de la 

Ley 56 de 1981), norma que no apl ica únicamente en caso de oposici ón;  sino 
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también ante la inexistencia de ésta. Es que en caso contrario se estar ía 

dando a entender que la labor del juez es la de un simple rat i f icador del 

avalúo af i rmado en la demanda, lo que no puede avalarse en ningún evento, 

mucho menos en procesos donde,  se insist e, se involucra el  interés públ ico.  

Cosa dist inta es que, en los casos en que no existe oposición a la 

indemnización, el  material  probatorio sea más escaso  y posiblemente 

únicamente se cuente con lo aportado y af i rmado en la demanda ,  pero el lo 

no impl ica que el  juez deba, ante la inexistencia de oposición l imitarse a 

aceptar la est imación sin anál isis probator io.   

 

Para revocar la sentencia de primer grado y ordenar la indemnización por la 

suma est imada en la demanda, la sentencia de segunda instancia par te del 

entendimiento que el al lanamiento de la parte demandada impl icaba dictar 

sentencia reconociendo, sin más valoraciones probator ias, la indemnización 

est imada en la demanda, discernimiento que no comparto porque  además de 

lo ya dicho,  dejando de lado la discusión de la val idez y legal idad del 

al lanamiento, como de la inexistencia de f raude, colusión u otras si tuaciones 

simulares (aunque si evidencio bastante sospechoso que el  al lanamiento 

fuese presentado precisamente luego de que la prueba pericial  

desfavoreciera a la parte que se al lanó),  lo cierto es que,  la existencia del  

al lanamiento no impl ica el desconocimiento por parte del juzgador de las 

pruebas que ya habían sido vál idamente decretadas y pract icadas;  cosa 

dist inta es que cuando éste se present a en etapas tempranas del l i t igio se 

omita el decreto de pruebas para dictar sentencia accediendo a las 

pretensiones, pero el lo impl icaría, en este caso,  acceder a la imposición de 

la servidumbre y evaluar ,  con fundamento en el material  probatorio obrante 

en el proceso, la indemnización más adecuada.   

 

En los anteriores términos dejo planteado mi disenso con la sentencia de 

segunda instancia.  

 

Con todo respeto,   

  

  

MM AA RR TT HH AA   CC EE CC II LL II AA   OO SS PP II NN AA   PP AA TT II ÑÑ OO   

Magistrada 

(Fi rma elec trónica  conforme el  ar t ículo 105 del  Códi go General  del  Proceso,  en  
concordancia con las d isposic iones de la Ley 2213 de 2022)  
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